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RESOLUCIÓN N.° T-013-2021-CAU. SUPERINTENDENCIA GENERAL DE ELECTRICIDAD Y TELECOMUNICACIONES. San Salvador, a las diez horas con veinte minutos del día veinte de diciembre del año dos mil veintiuno.

Esta Superintendencia, CONSIDERANDO QUE:

I. El Centro de Atención al Usuario (CAU) de la SIGET recibió el día uno de septiembre del presente año, el reclamo del señor XXX en contra de la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V. por considerar indebido el cobro efectuado en el mes de agosto de este año por el servicio de televisión por suscripción, en razón que en el mes de julio de este mismo año pidió la baja de dicho servicio. La documentación complementaria que consta en el expediente es la siguiente:

· El día siete de septiembre de este año, el CAU como parte de las diligencias previas de investigación, remitió al operador el reclamo presentado por el señor XXX.

· El día trece de septiembre de este año, la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V. manifestó que el servicio contratado por el señor XXX había sido dado de baja. 
· El catorce de ese mismo mes y año, el señor XXX reiteró que su reclamo era porque le cobraron un mes más (agosto) debido a que solicitó la baja en el mes de julio por ser el último mes del contrato suscrito. 
· El día veintidós de septiembre de este año, la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V. argumentó que el cobro efectuado al señor XXX cumplió con lo establecido en el contrato de servicio en el cual se indicaba que para dar por terminado el contrato debía notificar con treinta días calendario de anticipación, los cuales se computaban a partir del día siguiente al acuse de recibido correspondiente.

· Al no alcanzar un acuerdo en la etapa de diligencias previas, el CAU estimó que debía iniciarse el procedimiento regulado por la Ley de Telecomunicaciones.
II. Mediante la resolución N.° T-010-2021-CAU, de fecha ocho de octubre de este año, se requirió a la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V. que, en el plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente a la notificación de dicho proveído, se manifestara por escrito sobre el reclamo interpuesto por el señor XXX.
Dicha resolución fue notificada al usuario y al operador los días trece y catorce de octubre de este año, respectivamente, por lo que el plazo otorgado a la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V. finalizó el día veintiocho del mismo mes y año.
III. El veintisiete de octubre de este año, XXX, en calidad de apoderado general judicial de la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V., presentó un escrito por medio del cual adjunto manifestó lo siguiente:

·     El usuario solicitó la baja del servicio el día 30 de julio del 2021 y no el 5 de julio, situación que comprueba con el registro de llamadas del sistema SIEBEL.
·     A pesar de que la solicitud de baja del servicio no se realizó de conformidad con lo establecido en el contrato suscrito (donde se establece que tiene que ser solicitada por escrito con treinta días calendario de anticipación), ésta fue aceptada y se brindó por 30 días más el servicio y se cobró luego por el mismo. 
·     El último pago de fecha 30 de agosto de 2021 cubre el servicio brindado entre el 29 de julio al 29 de agosto de este año.

A su escrito la documentación siguiente:
a. Contrato de servicios firmado por Kevin Claros.

b. Resolución por parte de la presidencia de la Defensoría del Consumidor, por medio del cual se deposita el contrato de adhesión.

c. Certificación del sistema SIEBEL.

d. Certificación del estado de cuenta correspondiente al señor Kevin Claros

IV. En atención a lo expuesto, esta Superintendencia, con apoyo del CAU, estima procedente realizar las valoraciones siguientes:
1. MARCO LEGAL

1.A. Ley de Telecomunicaciones

El artículo 29 de la Ley de Telecomunicaciones (LT) enumera los derechos de los usuarios de los servicios de telecomunicaciones, indicando lo siguiente:

“[…] f) A que en el contrato de servicio respectivo se especifiquen claramente los términos y condiciones bajo los cuales recibirá el servicio, especialmente en lo referente a calidad, cobertura, tarifas y continuidad del mismo […]

i) A que los operadores resuelvan sus reclamos por el incumplimiento del contrato de los servicios de telecomunicaciones, por cobros indebidos o por cualquier otra causa de las establecidas en el Art. 98 de esta ley […]
p) A recibir de forma gratuita información completa, precisa, veraz y detallada de los precios y productos, equipos y aparatos, con o sin financiamiento, así como de las tarifas de los servicios que le aplicarán y otra que el usuario estime conveniente.

De no existir una contratación, la referida información deberá detallarse en forma desglosada, tanto en los contratos como en la respectiva facturación.

q) A que no se les cobren tarifas por productos y servicios que no haya sido contratados o aceptados expresamente de forma inequívoca y por medio constatables suscritos previamente por los usuarios o que éstos no hayan sido servidos.

r) A que durante la vigencia del contrato las condiciones contractuales aceptadas por el usuario no sean modificadas de manera unilateral por parte de su proveedor (…)”.
Por su parte, el artículo 98 de la Ley de Telecomunicaciones establece lo siguiente: “El operador deberá resolver de manera gratuita en un plazo máximo de cinco días hábiles, los reclamos que presenten los usuarios de los servicios públicos de telefonía fija y móvil, servicio de transmisión de datos por cualquier clase de tecnología o por medio de redes de comunicación interconectadas (internet), servicios de difusión de televisión por suscripción por medios alámbricos o inalámbricos, servicios de itinerancia de voz y datos (roaming) y demás servicios regulados en la dicha ley y sus reglamentos.” 

 

En el mismo artículo se establece que la notificación de la solución del reclamo, favorable o desfavorable, deberá ser fundamentada y suscrita por el o los responsables, detallando cada uno de los medios probatorios actuados que sustenten su decisión y las normas legales aplicadas en la resolución del caso. Dicha notificación deberá ser comunicada por escrito al usuario afectado, al día siguiente de vencido el plazo establecido, enviando una copia de esta a la SIGET. Dicha notificación debe efectuarse en la dirección donde se remiten las facturas por el servicio reclamado o en la que el usuario hubiere señalado por escrito durante el procedimiento de reclamo. 

Además, dispone que, si el usuario no aceptare la resolución a su reclamo ante el operador, podrá acudir ante la Defensoría del Consumidor o la SIGET. 

2. ANÁLISIS DEL RECLAMO
De conformidad con los artículos 4 y 5 letra a) de la Ley de Creación de la SIGET, dicha Institución es la entidad competente para aplicar las normas contenidas en tratados internacionales sobre telecomunicaciones vigentes en El Salvador y, en las leyes y reglamentos que rigen al sector telecomunicaciones. 

 

Por otra parte, el artículo 1 de la Ley de Telecomunicaciones —LT— establece que dicha Ley tiene por objeto normar, regular y supervisar las actividades relacionadas con el sector de las Telecomunicaciones y las Tecnologías de la Información y la Comunicación, que incluye, entre otras, la protección de los derechos de los usuarios; siendo la SIGET la entidad responsable de aplicar y velar por el cumplimiento de las normas y regulaciones establecidas en esa Ley y su Reglamento. 

El artículo 2 literal b) de la LT estatuye que dicha Ley se aplicará atendiendo, entre otros fines, la protección de los derechos de los usuarios, de los operadores, proveedores de servicios de telecomunicaciones, así como de las personas en general.

En ese orden de ideas, de conformidad con la Ley de Telecomunicaciones, esta Superintendencia tiene competencia para conocer los reclamos de los usuarios de los servicios de telecomunicaciones cuando: a) no ha habido respuesta por parte del operador en el tiempo definido por la ley, y si la hubo, ésta no fue debidamente fundamentada; o b) el usuario se muestra inconforme con la resolución proporcionada por el operador.

En el presente caso, se advierte que el procedimiento administrativo dio inicio en razón que, si bien se obtuvo respuesta por parte de la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V. en las diligencias previas llevadas a cabo por el CAU, el señor XXX manifestó su inconformidad con la misma.
Conforme lo expuesto anteriormente, corresponde mencionar que la SIGET en su papel de regulador de los servicios de telecomunicaciones debe verificar e intervenir para que se cumplan ciertos parámetros y condiciones mínimas en la prestación del mismo, así como cerciorarse que se respeten los derechos de los usuarios finales contemplados en el marco regulatorio del sector de telecomunicaciones.  
Por lo tanto, esta Superintendencia analizará si el cobro realizado por el operador al usuario por el servicio prestado durante los siguientes treinta días calendario posteriores a la solicitud de baja del servicio, se encuentra conforme o no a lo normado en la Ley de Telecomunicaciones.
Para iniciar el presente análisis, debe exponerse que los contratos que se suscriben con los operadores deben cumplir con lo establecido en la LT y que deben ser hechos del conocimiento del usuario a efecto que conozcan sus derechos y muestren su conformidad con las tarifas, condiciones y productos que le serán prestados, así como las obligaciones que se adquieren con el mismo.
Por su parte, esta Superintendencia debe garantizar la tutela efectiva de los derechos de los usuarios, entre otras exigencias, a través de verificar el cumplimiento de los contratos en los términos convenidos y dentro del marco de las actuaciones que le corresponde, según las leyes sectoriales. 
En ese orden, el artículo 29 letra w) de la LT incluye el derecho del usuario de pedir la terminación del contrato en cualquier modalidad de suscripción por incumplimiento por parte del proveedor de las condiciones ofertadas o por deficiencia en el o en los servicios contratados, en el plazo de cinco días contados a partir de la fecha de presentación del requerimiento realizado por el titular del servicio, y podrá ser exigida por cualquier medio y en cualquier momento.
Ahora bien, al analizar los argumentos planteados por el señor Claros en el transcurso del procedimiento, se desprende que su solicitud de baja se debió al cumplimiento del plazo de 18 meses del contrato y no se hace alusión a que existiera algún incumplimiento contractual por parte del operador derivado de una deficiente prestación del servicio. Cabe mencionar que en el presente caso, el usuario no presentó la solicitud de terminación contractual por escrito, por lo que únicamente se constató el registro informático de la fecha en la que quedo ingresada la llamada telefónica que realizó al operador el día treinta de julio de este año. 
Bajo dichas premisas, esta Superintendencia considera que no se cumple con la condición especial del artículo 29 letra w) de la LT (incumplimiento del contrato por parte del operador) y, por lo tanto, la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V. no se encontraba obligada a dar de baja el servicio en un plazo de cinco días de la forma en que lo establece la LT.
Abordado el punto anterior, corresponde traer a colación la Sentencia del 13-VIII-2002, Inc. 15-99 emitida por la Sala de lo Constitucional, en la que se establece que la libre contratación se manifiesta en diversos aspectos: (i) decidir si se celebra o no un contrato; (ii) elegir con quién contratar; y (iii) determinar el contenido del contrato, es decir, los derechos y obligaciones de las partes. Vista así, la libertad contractual implica que: (i) ninguna de las partes puede imponer a la otra el contenido de las obligaciones contractuales; (ii) las partes tienen la facultad de autodisciplinarse, respetando las normas jurídicas imperativas; y (iii) las partes están facultadas para concluir contratos incluso con finalidades prácticas no previstas por la ley.
Desarrollados los puntos previos, resulta importante mencionar que si bien es cierto los contratos de los operadores deben cumplir con lo establecido en la LT por establecer un marco regulatorio general respecto de los derechos y obligaciones ante los usuarios, al existir un abanico de situaciones que deben ser tomadas en cuenta en una relación comercial, no todas ellas se encuentran en las normativas sectoriales, por lo que, existen condiciones que no se regulan en la LT y se basan en la libre contratación de las partes.  

Bajo tal supuesto, debe establecerse que se encuentra agregado al expediente administrativo el contrato de adhesión suscrito entre el operador y el señor Claros relacionado a la prestación del servicio de señales de televisión vía satelital, y que al estar firmado por el usuario debe entenderse que las cláusulas y condiciones fueron expresamente consentidas y aceptadas.
Por lo tanto, esta Superintendencia considera que el cobro del servicio realizado en el mes de agosto de 2021 que cubre el servicio brindado entre el 29 de julio al 29 de agosto de este año no implica una inobservancia a la Ley de Telecomunicaciones. Por tanto, se advierte que dicho cobro corresponde al servicio efectivamente proporcionado en el mes que transcurrió posterior a la solicitud de terminación, tal como establece el contrato suscrito por ambas partes.
3. ANÁLISIS LEGAL DEL PROCEDIMIENTO
En el artículo 5 de la Ley de Creación de la SIGET se establecen las atribuciones de la institución, entre las cuales destacan la aplicación de los tratados, leyes y reglamentos que regulen las actividades de los sectores de electricidad y de telecomunicaciones (potestad de vigilancia), el dictar normas y estándares técnicos aplicables a los sectores de electricidad y de telecomunicaciones, así como dictar las normas administrativas aplicables en la institución (potestad normativa y de auto organización), el dirimir conflictos entre operadores de los sectores de electricidad y telecomunicaciones, de conformidad con lo dispuesto en las normas aplicables (potestad arbitral) y la realización de todos los actos, contratos y operaciones que sean necesarios para cumplir los objetivos que le impongan las leyes, reglamentos y demás disposiciones de carácter general. 
De ahí que la potestad normativa otorgada a la SIGET comprende que esta debe establecer parámetros a los cuales se debe someter todo sujeto que intervenga en el sector regulado, tanto operador de telecomunicaciones como usuario, debiendo verificar y controlar la aplicación de tales parámetros. En aplicación de sus atribuciones, la SIGET, basada en el interés general y, también, en la protección y seguridad de los usuarios, en cumplimiento de la Ley de Telecomunicaciones y sus reglamentos, que tiene como finalidad revisar normativamente los reclamos presentados por los usuarios en contra de los operadores de telecomunicaciones, así como el cobro realizado en concepto de dichos servicios.

En ese sentido, al hacer un análisis legal del procedimiento tramitado, se advierte lo siguiente:

· El CAU tramitó el procedimiento legal que le era aplicable al reclamo que tiene como finalidad que tanto usuario como operador, en iguales condiciones, obtengan una revisión por parte de la SIGET del objeto de reclamo.
· En la tramitación del procedimiento consta que se cumplieron las etapas pertinentes para que las partes pudieran expresar sus argumentos y aportar las pruebas para sustentar su posición y para pronunciarse respecto del reclamo en cuestión.
· De los argumentos y las pruebas aportadas por las partes, se establece que el cobro realizado en el mes de agosto de este año no representa una violación a la Ley de Telecomunicaciones. 
En ese sentido, se advierte que la presente resolución fue emitida con fundamento en la documentación recopilada en el transcurso del procedimiento, garantizando que la SIGET ha revisado la prueba documental incorporada con base en lo establecido en el marco regulatorio del sector. Asimismo, se advierte que ambas partes, en las diferentes etapas del procedimiento, han tenido igual oportunidad de pronunciarse, asegurando los derechos de audiencia y defensa que conforme a ley corresponden.

4. RECURSOS

En cumplimiento de los artículos 132 y 133 de la Ley de Procedimientos Administrativos, el recurso de reconsideración puede ser interpuesto en el plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación de este acuerdo; y, el recurso de apelación, en el plazo de quince días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación, con base en los artículos 134 y 135 LPA.

POR LO TANTO, de conformidad a lo expuesto y en uso de sus facultades legales, esta Superintendencia RESUELVE:

a) Establecer que el cobro realizado por la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V. al señor XXX por el servicio de televisión por suscripción en el mes de agosto de este año, que cubre el servicio brindado entre el 29 de julio al 29 de agosto de este año, no incumple lo establecido en la Ley de Telecomunicaciones. 
b) Notificar esta resolución al señor XXX y a la sociedad SKY EL SALVADOR, S.A. de C.V., para los efectos legales correspondientes.
Manuel Ernesto Aguilar Flores

Superintendente
Sexta décima calle poniente y 37 Av. sur #2001, Col. Flor Blanca, San Salvador, El Salvador, C.A. 
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